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Sobre: 

REVISION DE 
RESPUESTA 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 

Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores García. 
 
 

RESOLUCION 
 

 
         En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nosotros, mediante recurso de revisión 

judicial, el señor José A. Flores Álamo (en adelante “recurrente” o 

“señor Flores”).  Solicita la revocación de la Respuesta de 

Reconsideración emitida por la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

(en adelante “Corrección”), mediante la cual se denegó su Solicitud 

de Reconsideración a los efectos de que se le aplicaran las 

bonificaciones al mínimo de su sentencia. 

 Examinado el recurso presentado, así como el derecho 

aplicable, acordamos revocar la Respuesta de Reconsideración 

recurrida. 

I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que el 13 

de mayo de 2016 el señor Flores presentó una Solicitud de Remedio 

Administrativo ante la División de Remedios Administrativos de 

Corrección.  Alegó que había solicitado a la técnica de record 
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Janette Cosme que le acreditara las bonificaciones por estudio y 

trabajo al mínimo de su sentencia conforme a la Ley Núm. 315 de 

15 de septiembre de 2004, la Ley Núm. 208 de 29 de diciembre de 

2009 y el Reglamento de Bonificaciones. 

 El 8 de junio de 2016 Corrección emitió la Respuesta al 

Miembro de la Población Correccional, por conducto de la señora 

Janitza Maldonado Acosta. Según la señora Acosta, la señora 

Cosme informó que las instrucciones impartidas a las Oficinas de 

Sociales y Record Criminal es que solo se acrediten las 

bonificaciones al máximo de su sentencia. 

 Inconforme con la Respuesta emitida, el 24 de junio de 2016 

el señor Flores presentó una Solicitud de Reconsideración en la que 

reiteró su pedido.  Así, el 28 de junio de 2016 Corrección emitió la 

Respuesta de Reconsideración al Miembro de la Población 

Correccional en la que denegó la Solicitud de Reconsideración 

presentada por el señor Flores.  Corrección determinó que “[e]l 

caso fue evaluado conforme el [sic] Reglamento Interno de 

bonificación por trabajo, estudios y servicios excepcionalmente 

meritorios del 3 de junio de 2016... La bonificación adicional 

afectará tanto el mínimo como el máximo de la sentencia.  Sin 

embargo, en el caso de los miembros de la población correccional 

sentenciado por el delito de Asesinato en Primer Grado luego del 

20 de julio de 1989 solo serán acreedores de bonificación adicional 

al máximo de la sentencia.” (Subrayado en el original.) 

 Todavía insatisfecho con la determinación de Corrección, el 

señor Flores acude ante nosotros mediante el recurso de revisión 

judicial de epígrafe, en el cual le imputa a Corrección la comisión 

de los siguientes errores: 

A) Erró la recurrida y sus funcionarios al no abonarle 
las bonificaciones a las que tiene derecho por 

estudio y trabajo al mínimo de su sentencia, toda 
vez que la Ley 208 de 29 de diciembre del 2009 en 
el Art. 17 y el Plan de Reorganización 2-2011 en el 
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Art. 12 le confieren las bonificaciones adicionales 
por estudio y trabajo. 

 
B)  Erró la recurrida y sus funcionarios al negar la 

reconsideración administrativa al recurrente 
basándose en el delito de asesinato en primer 
grado, cuando el recurrente cumple 40 años por 

reincidencia agravada y tiene el derecho a que le 
acrediten al mínimo de su sentencia las 
bonificaciones adicionales por estudio y trabajo que 

le confiere la Ley 208 del 29 de diciembre del 2009, 
el Plan de Reorganización #2-2011 y el Reglamento 

de Bonificación del 30 de abril del 2010 en el Art. 
VIII y IX. 

 

II. 

A. La Revisión Judicial 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (en 

adelante “LPAU”), Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 

L.P.R.A. sec. 2175, dispone el alcance de la revisión judicial de las 

determinaciones de las agencias. Tanto la referida Ley como la 

jurisprudencia aplicable establecen que la función revisora de las 

decisiones administrativas concedida a los tribunales apelativos 

consiste esencialmente en determinar si la actuación de la agencia 

fue dictada dentro de las facultades que le fueron conferidas por 

ley y si la misma es legal y razonable. T–JAC v. Caguas Centrum 

Limited, 148 D.P.R. 70 (1999).  Al respecto, es norma de derecho 

claramente establecida que los tribunales apelativos han de 

conceder gran deferencia y consideraciones a las decisiones de los 

organismos administrativos en vista de la vasta experiencia y 

conocimiento especializado. Mun. de San Juan v. Plaza Las 

Américas, 169 D.P.R 310, 323 (2006); Hernández Álvarez v. Centro 

Unido, 168 D.P.R 592, 615–616 (2006).  Por lo tanto, los tribunales 

deben ser cautelosos al intervenir con las decisiones 

administrativas. Metropolitana, S.E. v. A.R.P.E., 138 D.P.R. 200, 

213 (1995); Viajes  Gallardo v. Clavell, 131 D.P.R 275, 289–290 

(1992). 
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Es por estas razones que, como principio axiomático, las 

decisiones de los foros administrativos están investidos de una 

presunción de regularidad y corrección. García v.  Cruz Auto 

Corp., 173 D.P.R. 870 (2008); Vélez v. A.R.P.E., 167 D.P.R. 684 

(2006); Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 D.P.R. 116, 123 (2000). 

La presunción de corrección que acarrea una decisión 

administrativa, deberá sostenerse por los tribunales a menos que 

la misma logre ser derrotada mediante la identificación de 

evidencia en contrario que obre en el expediente administrativo. 

E.L.A. v. P.M.C., 163 D.P.R. 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. J.P., 

146 D.P.R. 64, 130 (1998); A.R.P.E. v. Junta de Apelaciones Sobre 

Construcciones y Lotificaciones, 124 D.P.R. 858 (1989).  Ello, 

debido a que los tribunales deben dar deferencia a las 

determinaciones de las agencias sobre asuntos que se encuentren 

dentro del área de especialidad de éstas. Rivera Concepción v. 

A.R.P.E., supra; Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 D.P.R. 

521 (1993). 

Asimismo, al momento de revisar una decisión 

administrativa el criterio rector para los tribunales será la 

razonabilidad en la actuación de la agencia. Rebollo Vda. de 

Liceaga v. Yiyi Motors, Motor Ambar, Inc., 161 D.P.R. 69 

(2004).  Hay que determinar si la agencia actuó arbitrariamente o 

ilegalmente, o de manera tan irrazonable que su actuación 

constituyó un abuso de discreción. Asociación de Vecinos 

Tulip/Monteverde, Inc. v. Junta de Planificación, 171 D.P.R. 863 

(2007); Marina Costa Azul v. Comisión, 170 D.P.R. 847 (2007). 

Utilizando un criterio de razonabilidad y deferencia, los 

tribunales no deben intervenir o alterar las determinaciones de 

hechos de un organismo administrativo “si las mismas están 

sostenidas por evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo considerado en su totalidad.” Otero Mercado v. 
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Toyota de P.R. Corp., 166 D.P.R. 716 (2005); Domingo Talavera v. 

Caguas Expressway Motors, Inc., 148 D.P.R. 387 (1999).  A estos 

fines, se ha definido evidencia sustancial como “aquella [evidencia] 

pertinente que una mente razonable pueda aceptar como adecuada 

para sostener una conclusión”. Ramírez v.  Depto. de Salud, 147 

D.P.R. 901, 905 (1999). 

Para establecer la alegación de ausencia de tal evidencia 

sustancial, la parte afectada debe demostrar que existe “otra 

prueba en el récord que razonablemente reduzca o menoscabe el 

peso de tal evidencia hasta el punto de que un tribunal no pueda 

concienzudamente concluir que la evidencia sea sustancial... hasta 

el punto que se demuestre claramente que la decisión [de la 

agencia] no está justificada por una evaluación justa del peso de la 

prueba”. Metropolitan S.E. v. A.R.P.E., 138 D.P.R. 200, 213 (1995). 

En otras palabras, la parte recurrente viene obligada a 

derrotar la presunción de corrección de los procesos y de las 

decisiones administrativas. Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 

133 D.P.R. 521, 532 (1993).  Para lograr ese objetivo, tiene que 

demostrar que existe otra prueba en el récord que menoscabe el 

valor probatorio de la evidencia impugnada. Si la parte afectada no 

demuestra la existencia de esa otra prueba, las determinaciones de 

hechos de una agencia deben ser sostenidas por el tribunal 

revisor. Ramírez v.  Dpto. de Salud, 147 D.P.R. 901, 905 (1999). 

Ahora bien, cuando se trate de conclusiones de derecho que 

no involucren interpretaciones efectuadas dentro del ámbito de 

especialización de la agencia, éstas serán revisables por los 

tribunales sin circunscribirse al razonamiento que haya hecho la 

agencia. Rivera v. A & C Development Corp., 144 D.P.R. 450 

(1997).  Cuando se trate de la revisión de determinaciones que 

estén entremezcladas con conclusiones de derecho, el foro judicial 
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tendrá amplia facultad de revisión, como si se tratara de una 

cuestión de derecho propiamente. Id., pág. 461. 

B. Las Solicitudes de Remedios Administrativos 

El Reglamento Núm. 8583, conocido como el Reglamento 

para Atender las Solicitudes de Remedios Administrativos 

Radicadas por los Miembros de la Población Correccional, aprobado 

el 4 de mayo de 2015, tiene el objetivo principal de que toda 

persona que esté recluida en una institución correccional disponga 

de un organismo administrativo en primera instancia para 

presentar cualquier Solicitud de Remedio. 

En virtud de dicho Reglamento, la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

tendrá jurisdicción para atender, mediante un proceso adjudicativo 

informal, las Solicitudes de Remedio presentadas por los miembros 

de la población correccional relacionadas directa o indirectamente 

con: actos o incidentes que lo afecten personalmente en su 

bienestar físico o mental, en su seguridad personal, o en su plan 

institucional; cualquier incidente o reclamación comprendida bajo 

las disposiciones de dicho Reglamento; la suspensión de privilegios 

sin vista alguna conforme a la reglamentación vigente sobre la 

“Suspensión de Privilegios por Razones de Seguridad”, entre otros 

asuntos. Regla VI, Sección 1 del Reglamento Núm. 8583.  En 

síntesis, el Reglamento da a los confinados el derecho de presentar 

sus reclamos ante el Departamento de Corrección y Rehabilitación, 

agencia que debe dar curso a dichos reclamos eficientemente. 

C. Las Bonificaciones 

El Artículo 16 de la Ley Orgánica de la Administración de 

Corrección, Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, proveía para la 

acreditación de bonificaciones por buena conducta a los 

confinados, independientemente de la sentencia que estuvieran 

cumpliendo.   El texto del Artículo 16 disponía lo siguiente:  
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Toda persona sentenciada a cumplir término de 
reclusión en cualquier institución, que observare 

buena conducta y asiduidad, tendrá derecho a las 
siguientes rebajas del término de su sentencia, las 

cuales se computarán desde su admisión a la 
institución de que se trate: 

(a) Por una sentencia que no excediere de un 

año, cinco días en cada mes; 
(b) Por una sentencia de más de un año y menos 

de tres años, seis días en cada mes; 

(c) Por una sentencia de no menos de tres años y 
menos de cinco años, siete días en cada mes; 

(d) Por una sentencia de no menos de cinco años 
y menos de diez años, ocho días en cada mes; 

(e) Por una sentencia de no menos de diez años y 

menos de quince años, diez días en cada mes; 
  (f) Por una sentencia de no menos de quince 

años y menos de veinte años, once días en cada mes; 
(g) Por una sentencia de no menos de veinte 

años y menos de treinta años, doce días en cada mes; 

(h) Por una sentencia de treinta años o más, 
trece días en cada mes. 

Dicha rebaja se hará por el mes natural y si la 

sentencia contuviere una fracción de mes, bien al 
principio o al fin de dicha sentencia, se le abonará un 

día por cada cinco días o parte de los mismos, 
contenidos en dicha fracción. 

La deducción por buena conducta y asiduidad 

podrá hacerse durante el tiempo que hubiere 
permanecido privado de su libertad cualquier persona 
acusada de cometer cualquier delito público, de ser 

sentenciada por los mismos hechos por los cuales 
hubiere sufrido dicha privación de libertad. 4 L.P.R.A. 

sec. 1167. 
 

Como vemos, el Artículo 16, supra, aplicaba a toda persona 

sentenciada a reclusión y no contenía exclusión alguna.  Sin 

embargo, las bonificaciones provistas por el Artículo 17 de la Ley 

Núm. 116, supra, eran discrecionales y quedaban excluidos de su 

beneficio aquellos confinados que estuvieran cumpliendo una 

sentencia por reclusión perpetua.  Dicho Artículo 17 disponía 

como sigue: 

En adición a los abonos autorizados en el 
artículo anterior y en todo caso de convicción que no 

sea reclusión perpetua, el Administrador de Corrección 
podrán [sic], discrecionalmente, conceder abonos a 
razón de no más de tres (3) días por cada mes en que 

el recluso esté empleado en alguna industria, esté 
realizando estudios como parte de un plan 

institucional que conlleve seis (6) horas de estudios 
durante el día, bien sea en la libre comunidad o en el 
establecimiento penal donde cumple su sentencia, y 

preste servicio a la institución penal durante el primer 
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año de reclusión. Por cada año subsiguiente, podrá 
abonarse hasta cinco (5) días por cada mes. 

 
Con el propósito de atemperar el lenguaje de la Ley Orgánica 

de la Administración de Corrección al sistema de Sentencias 

Determinadas incorporado a nuestro ordenamiento penal en 1980, 

la Ley Núm. 102 de 4 de julio de 1980, enmendó la misma.  De 

esta forma se eliminó la frase “reclusión perpetua” del texto de la 

referida ley y se sustituyó por la frase “pena de reclusión de 99 

años”.  Además, la Ley Núm. 102, supra, enmendó el Artículo 17 

de la Ley Orgánica de la Administración para que leyese como 

sigue: 

En adición a los abonos autorizados en el 

artículo anterior, y en todo caso de convicción que no 
apareje pena de reclusión de noventa y nueve (99) 
años el Administrador de Corrección podrá, 

discrecionalmente, conceder abonos a razón de no más 
de tres (3) días por cada mes en el que el recluso esté 
empleado en alguna industria, esté realizando estudios 

como parte de un plan institucional que conlleve seis 
(6) horas de estudios durante el día, bien sea en la 

libre comunidad o en el establecimiento penal donde 
cumple su sentencia, y preste servicio a la institución 
penal durante el primer año de reclusión. Por cada año 

subsiguiente, podrá abonarse hasta cinco (5) días por 
cada mes. 
 

Posteriormente, los Artículos 16 y 17 de la Ley Núm. 116, 

supra,  fueron enmendados por la Ley Núm. 27 de 20 de julio de 

1989, 4 L.P.R.A. sec. 1112, la que introdujo unas exclusiones para 

la acreditación de las bonificaciones a los confinados que 

cumplieran sentencia de noventa y nueve (99) años, para los 

cuales se les hubiese hecho una determinación de reincidencia 

agravada o reincidencia habitual, para las convicciones impuestas 

en defecto del pago de una multa y para aquellas que debieran 

cumplirse en años naturales.  El texto del Artículo 16 luego de 

haber sido enmendado por la Ley Núm. 27, supra, disponía como 

sigue: 

Toda persona sentenciada a cumplir término de 

reclusión en cualquier institución o que esté 
disfrutando de un permiso concedido a tenor con lo 
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dispuesto en este Capítulo o que se encuentre recluida 
en cualquier entidad gubernamental o privada como 

parte de un programa de rehabilitación o disfrutando 
de libertad bajo palabra, que observare buena 

conducta y asiduidad, tendrá derecho a las siguientes 
rebajas del término de su sentencia, las cuales se 
computarán desde su admisión a la institución de que 

se trate o desde que se concede la libertad bajo 
palabra: 

(a) Por una sentencia que no excediere de quince 

(15) años, doce (12) días en cada mes, o 
(b) por una sentencia de quince (15) años o más, 

trece (13) días por cada mes. 
  Se excluye de los abonos que establece esta 
sección toda convicción que apareje pena de reclusión 

de noventa y nueve años, toda convicción que haya 
dado lugar a una determinación de reincidencia 

agravada o de reincidencia habitual conforme 
establecen los incisos (b) y (c) de la sec. 3302 del Título 
33, la convicción impuesta en defecto del pago de una 

multa o aqu[é]lla que deba cumplirse en años 
naturales. 4 L.P.R.A sec. 1161. (Subrayado nuestro.) 

 

De otra parte, el Artículo 17 de la Ley Núm. 116, supra, 

luego de haber sido enmendado por la Ley Núm. 27, supra, 

disponía lo siguiente: 

En adición a los abonos autorizados en la sección 

anterior, y en todo caso de convicción que no haya 
sido excluida de conformidad con la sec. 1161 de este 
título, el Administrador de Corrección podrá 

discrecionalmente, conceder abonos a razón de no más 
de cinco (5) días por cada mes en que el recluso esté 

empleado en alguna industria o que esté realizando 
estudios como parte de un plan institucional, bien sea 
en la libre comunidad o en el establecimiento penal 

donde cumple su sentencia, y preste servicio a la 
institución penal durante el primer año de 

reclusión.  Por cada año subsiguiente, podrán 
abonarse hasta siete (7) días por cada mes. [...]  4 
L.P.R.A. sec. 1162. 

  
A raíz de la aprobación del Código Penal de 2004, se aprobó 

la Ley Núm. 315 de 15 de septiembre de 2004, para enmendar los 

Artículos 16 y 17 de la Ley Núm. 116, supra, y de ese modo 

atemperarlos al mismo.  A tales efectos, se enmendó el Artículo 16 

para que dispusiera que las bonificaciones por asiduidad y buena 

conducta le aplicarían a toda persona sentenciada antes de la 

vigencia del Código Penal de 2004, excluyendo las convicciones 

que aparejaran novena y nueve (99) años, toda convicción que 

haya dado lugar a una determinación de reincidencia habitual o 
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agravada, la convicción impuesta en defecto del pago de una multa 

y aquella que deba cumplirse en años naturales.  Por su parte, se 

enmendó el Artículo 17 para que las bonificaciones por trabajo y 

estudios beneficiaran a todos los confinados sentenciados por 

hechos cometidos con anterioridad a la vigencia del Código Penal 

de 2004, sin exclusión alguna. 

Posteriormente, la Asamblea Legislativa decidió enmendar 

nuevamente los Artículos 16 y 17 de la Ley Núm. 116, supra, a 

través de la aprobación de la Ley Núm. 44 de 27 de julio de 2009, 

4 L.P.R.A. sec. 1161.  La Ley Núm. 44, supra, le añadió un párrafo 

a ambos Artículos a los fines de disponer lo referente a la 

bonificación por buena conducta, trabajo y estudios de confinados 

con sentencias de noventa y nueve (99) años.  En su Exposición de 

Motivos, la Ley Núm. 44, supra, reconoció que la Administración 

de Corrección no les estaba computando las bonificaciones a los 

confinados con sentencias de 99 años dictadas antes de la 

aprobación de la Ley Núm. 27 de 20 de julio de 1989, por lo que 

éstos confinados estaban en un “limbo jurídico”.  De ese modo, la 

enmienda consistió en aclarar que todo confinado sentenciado a 

una pena de noventa y nueve (99) años antes del 20 de julio de 

1989 sería bonificado acorde con los Artículos 16 y 17 de la Ley 

Núm. 116, supra. 

Con la aprobación de las mencionadas enmiendas, el 

Artículo 16 de la Ley Núm. 116, supra, estableció lo siguiente en 

cuanto al sistema de rebaja de los términos de las sentencias: 

Toda persona sentenciada antes de la vigencia 
del [Código Penal de 2004], a cumplir término de 
reclusión en cualquier institución o que esté 

disfrutando de un permiso concedido a tenor con lo 
dispuesto en esta Ley o que se encuentre recluida en 

cualquier entidad gubernamental o privada como parte 
de un programa de rehabilitación o disfrutando de 
libertad bajo palabra, que observare buena conducta y 

asiduidad, tendrá derecho a las siguientes rebajas del 
término de su sentencia, las cuales se computarán 
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desde su admisión a la institución de que se trate o 
desde que se concede la libertad bajo palabra: 

(a) Por una sentencia que no excediere de quince 
(15) años, doce (12) días en cada mes, o (b) por una 

sentencia de quince (15) años o más, trece (13) días 
por cada mes. Dicha rebaja se hará por el mes natural, 
y si la sentencia contuviere una fracción de mes, bien 

al principio o al fin de dicha sentencia, se le abonarán 
dos (2) días por cada cinco (5) días o parte de los 
mismos, contenidos en dicha fracción. 

La deducción por buena conducta y asiduidad 
podrá hacerse durante el tiempo que hubiere 

permanecido privada de su libertad cualquier persona 
acusada de cometer cualquier delito público, de ser 
sentenciada por los mismos hechos por los cuales 

hubiere sufrido dicha privación de libertad. 
Se excluye de los abonos que establece este 

Artículo toda convicción que apareje pena de reclusión 
de noventa y nueve (99) años, toda convicción que 
haya dado lugar a una determinación de reincidencia 

agravada o de reincidencia habitual, conforme 
establecen los incisos (b) y (c) del Artículo 62 de la Ley 
Núm. 115 de 22 de julio de 1974, según enmendada, 

conocida como el "Código Penal del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico", la convicción impuesta en 

defecto del pago de una multa o aquella que deba 
cumplirse en años naturales. También se excluye de 
los abonos dispuestos en este Artículo, a toda 

persona sentenciada a una pena de reclusión bajo 
el nuevo Código Penal del 2004. 

Disponiéndose, que todo confinado sentenciado 

a una pena de noventa y nueve (99) años antes del día 
20 de julio de 1989, incluyendo aquel confinado cuya 

convicción haya dado lugar a una determinación de 
reincidencia agravada o de reincidencia habitual, 
ambas situaciones conforme al Código Penal derogado, 

será bonificado como lo estipula el inciso (b) de este 
Artículo, en el cómputo máximo y mínimo de su 

sentencia. 4 L.P.R.A sec. 1161. (Énfasis y subrayado 
nuestro.) 

 

De otra parte, el Artículo 17 de la Ley Núm. 116, supra, que 

fue enmendado por la Ley Núm. 44, supra, disponía lo siguiente en 

cuanto a los abonos por trabajo, estudio o servicios: 

A toda persona sentenciada por hechos 

cometidos con anterioridad de la vigencia del [Código 
Penal de 2004], a cumplir pena de reclusión, en 
adición a los abonos autorizados en el Artículo 

anterior, el Administrador de Corrección podrá 
conceder abonos, a razón de no más de cinco (5) días 
por cada mes en que el recluso esté empleado en 

alguna industria o que esté realizando estudios como 
parte de un plan institucional, bien sea en la libre 

comunidad o en el establecimiento penal donde 
cumple su sentencia, y preste servicio a la institución 
penal durante el primer año de reclusión. Por cada año 

subsiguiente, podrá abonarse hasta siete (7) días por 
cada mes. Si la prestación de trabajo o servicios por 
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los confinados fuere de labores agropecuarias, el 
Administrador de Corrección deberá conceder abonos 

mensuales hasta un monto no mayor de siete (7) días, 
durante el primer año de reclusión; y hasta un monto 

no mayor de diez (10) días mensuales, durante los 
períodos de reclusión subsiguientes al primer año. Los 
abonos antes mencionados podrán efectuarse durante 

el tiempo en que hubiere permanecido privada de su 
libertad cualquier persona acusada de cometer 
cualquier delito público, de ser sentenciada por los 

mismos hechos por los cuales hubiere sufrido dicha 
privación de libertad, sujeto a lo dispuesto en los 

párrafos anteriores. Los abonos dispuestos podrán 
hacerse también por razón de servicios 
excepcionalmente meritorios o en el desempeño de 

deberes de suma importancia en relación con 
funciones institucionales. 

En el caso de personas sentenciadas a una pena 
de reclusión por delitos cometidos bajo el nuevo 
Código Penal de 2004, el Administrador de Corrección 

podrá conceder abonos a razón de un día por cada 
mes que el recluso esté empleado o esté realizando 
estudios o preste servicios a la institución penal, o por 

servicios excepcionalmente meritorios o de suma 
importancia. 

Disponiéndose, que todo confinado 
sentenciado a la pena de noventa y nueve (99) años 
antes del 20 de julio de 1989, incluyendo aquel 

confinado cuya convicción haya dado lugar a una 
determinación de reincidencia agravada o de 
reincidencia habitual, ambas situaciones conforme 

al Código Penal derogado, será bonificado a tenor 
con lo dispuesto en esta Sección. (Énfasis y 

subrayado nuestro.) 
 
 En el mismo año se aprobó la Ley Núm. 208 de 29 de 

diciembre de 2009, a fin de restituir el régimen de bonificación 

previo a la aprobación de la Ley Núm. 315, supra, y el Código 

Penal del 2004.  A partir de la aprobación de la Ley Núm. 208, 

supra, cada confinado recluido en una institución correccional, 

incluyendo aquel sentenciado bajo el Código Penal de 2004, 

tendría derecho a la bonificación de hasta cinco (5) días por mes 

durante el primer año de confinamiento por estudio y trabajo.  En 

la cláusula de vigencia de esta legislación se dispuso que tendría 

aplicación retroactiva al 1 de mayo de 2005, fecha en que entró en 

vigor el Código Penal de 2004, pues su propósito era aumentar la 

bonificación a las personas sentenciadas bajo dicho Código. 
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El Artículo 17 de la Ley Núm. 116, supra, según enmendado 

por la Ley Núm. 208, supra, leía como sigue: 

A toda persona sentenciada por hechos 

cometidos con anterioridad de o bajo la vigencia del 
[Código Penal de 2004], a cumplir pena de reclusión, 

en adición a las bonificaciones autorizadas en el 
artículo anterior, el Administrador de Corrección 

concederá las bonificaciones a razón de no más de cinco 
(5) días por cada mes en que el recluso esté empleado 
en alguna industria o que esté realizando estudios como 

parte de un plan institucional, bien sea en la libre 
comunidad o en el establecimiento penal donde cumple 

su sentencia, y preste servicio a la institución penal 
durante el primer año de reclusión.  Por cada año 
subsiguiente podrá abonarse hasta siete (7) días por 

cada mes. […] 4 L.P.R.A. sec. 1162. 
 

Finalmente, el Plan de Reorganización Núm. 2 de 21 de 

noviembre de 2011, 3 L.P.R.A. Ap. XVIII, el cual derogó la Ley 

Núm. 116, supra, mantuvo las exclusiones de abonos por buena 

conducta y asiduidad, pero continuaron disponibles los abonos por 

trabajo y estudio para todas las personas confinadas. 

El Artículo 11 del Plan de Reorganización Núm. 2, supra, 

dispuso lo siguiente sobre las bonificaciones por buena conducta y 

asiduidad: 

Toda persona sentenciada a cumplir término de 
reclusión en cualquier institución, antes de la vigencia 

del Código Penal de Puerto Rico de 2004, secs. 4629 et 
seq. del Título 33, que esté disfrutando de un permiso 
concedido a tenor con lo dispuesto en este Plan o que 

se encuentre recluida en cualquier entidad 
gubernamental o privada como parte de un programa 
de rehabilitación o disfrutando de libertad bajo 

palabra, que observare buena conducta y asiduidad, 
tendrá derecho a las siguientes rebajas del término de 

su sentencia, las cuales se computaran desde su 
admisión a la institución de que se trate o desde que 
se concede la libertad bajo palabra: 

     (a) Por una sentencia que no excediere de quince 
(15) años, doce (12) días en cada mes, o 

     (b) por una sentencia de quince (15) años o más, 
trece (13) días por cada mes. 
 

Dicha rebaja se hará por el mes natural. Si la 
sentencia contuviere una fracción de mes, bien sea al 
principio o al fin de dicha sentencia, se le abonaran 

dos (2) días por cada cinco (5) días o parte de los 
mismos, contenidos en dicha fracción. 

 
La deducción por buena conducta y asiduidad podrá 
hacerse durante el tiempo que hubiere permanecido 
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privada de su libertad cualquier persona acusada de 
cometer cualquier delito público, de ser sentenciada 

por los mismos hechos por los cuales hubiere sufrido 
dicha privación de libertad. 

 
Se excluye de las bonificaciones que establece este 
artículo toda condena que apareje pena de 

reclusión de noventa y nueve (99) años, toda 
condena que haya dado lugar a una determinación 
de reincidencia agravada o de reincidencia 

habitual, conforme establecen los incisos (b) y (c) 
del Artículo 62 del Código Penal de 1974, la 

condena impuesta en defecto del pago de una 
multa y aquella que deba cumplirse en años 
naturales. También se excluye de los abonos 

dispuestos en este artículo a toda persona 
sentenciada a una pena de reclusión bajo el Código 

Penal de Puerto Rico de 2004. 
 
Disponiéndose, además, que todo miembro de la 

población correccional sentenciado a una pena de 
noventa y nueve (99) años antes del día 20 de julio de 
1989, incluyendo aquel miembro de la población 

correccional cuya condena haya dado lugar a una 
determinación de reincidencia agravada o de 

reincidencia habitual, ambas situaciones conforme al 
Código Penal de 1974, será bonificado como lo estipula 
el inciso (b) de este artículo, en el computo máximo y 

mínimo de su sentencia. 
 
De otra parte, se excluye de los abonos que establece 

este artículo toda convicción por abuso sexual infantil; 
lo cual significa, incurrir en conducta sexual en 

presencia de un menor y/o que se utilice a un menor, 
voluntaria o involuntariamente, para ejecutar 
conducta sexual dirigida a satisfacer la lascivia o 

cualquier acto que, de procesarse por la vía criminal, 
configuraría cualesquiera de los siguientes delitos: 

agresión sexual, actos lascivos, comercio de personas 
para actos sexuales, exposiciones obscenas, 
proposición obscena, producción de pornografía 

infantil, posesión y distribución de pornografía infantil, 
utilización de un menor para pornografía infantil, 
envío, transportación, venta, distribución, publicación, 

exhibición o posesión de material obsceno y 
espectáculos obscenos, según han sido tipificados en 

el Código Penal de Puerto Rico. (Énfasis y subrayado 
nuestro.) 3 L.P.R.A. Ap. XVIII, Artículo 11. 

 

 En cuanto a las bonificaciones por trabajo, estudio o 

servicios, el Artículo 12 del Plan de Reorganización Núm. 2, supra, 

dispone lo siguiente: 

A toda persona sentenciada a cumplir pena de 

reclusión por hechos cometidos con anterioridad a 
o bajo la vigencia del Código Penal de Puerto Rico 
de 2004, en adición a las bonificaciones 

autorizadas en el art. 11, el Secretario podrá 
conceder bonificaciones a razón de no más de 
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cinco (5) días por cada mes en que el miembro de la 
población correccional este empleado en alguna 

industria o que esté realizando estudios como parte 
de un plan institucional, bien sea en la libre 

comunidad o en el establecimiento penal donde 
cumple su sentencia, y preste servicio a la 
institución correccional durante el primer año de 

reclusión. Por cada año subsiguiente, podrá 
abonarse hasta siete (7) días por cada mes. 
 

Si la prestación de trabajo o servicios por los miembros 
de la población correccional fuere de labores 

agropecuarias, el Secretario deberá conceder 
bonificaciones mensuales hasta un monto no mayor de 
siete (7) días durante el primer año de reclusión y 

hasta un monto no mayor de diez (10) días mensuales 
durante los periodos de reclusión subsiguientes al 

primer año. 
 
Las bonificaciones antes mencionadas podrán 

efectuarse durante el tiempo en que cualquier persona 
acusada de cometer cualquier delito hubiere 
permanecido privada de su libertad, sujeto a lo 

dispuesto en los párrafos anteriores. 
 

Las bonificaciones dispuestas podrán hacerse también 
por razón de servicios excepcionalmente meritorios o 
en el desempeño de deberes de suma importancia en 

relación con funciones institucionales, según disponga 
el Secretario mediante reglamentación a esos efectos. 
 

Disponiéndose, que todo miembro de la población 
correccional sentenciado a la pena de noventa y 

nueve (99) años antes del 20 de julio de 1989, 
incluyendo aquel miembro de la población 
correccional cuya condena haya dado lugar a una 

determinación de reincidencia agravada o de 
reincidencia habitual, ambas situaciones conforme 

al Código Penal derogado, será bonificado a tenor 
con lo dispuesto en este artículo. 3 L.P.R.A. Ap. 
XVIII. (Énfasis y subrayado nuestro.) 

 
De otra parte, el Departamento de Corrección cuenta con un 

Reglamento interno para atender el tema de bonificaciones, 

Reglamento de bonificación por buena conducta, trabajo, estudio y 

servicios excepcionalmente meritorios de 3 de junio de 2015 (en 

adelante “Reglamento de Bonificación”).  Este Reglamento es 

aplicable a toda persona sentenciada a cumplir pena de reclusión o 

que esté disfrutando de un permiso autorizado conforme al Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011, o que se encuentre recluida en 

cualquier institución correccional, hogares de adaptación social, 

centros de tratamiento residencial y sea parte de un programa 
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gubernamental o privado de rehabilitación, entre otros. Artículo III 

del Reglamento de Bonificación.  Dicho Reglamento establece la 

forma de computar las bonificaciones por buena conducta (Artículo 

V), el método para hacer rebajas (Artículo VI) y los abonos 

adicionales (Artículo VIII).  

El Artículo IX del Reglamento de Bonificación establece las 

normas para la concesión de abonos adicionales.  En lo pertinente 

al caso que nos ocupa, el Artículo IX(1) dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO IX – NORMAS PARA LA CONCESIÓN DE 

ABONOS ADICIONALES 
 
Para constituir esta medida de beneficio adicional, se 

aplicarán las siguientes normas generales en le 
implantación de esta disposición: 
1. La bonificación adicional afectará tanto el 

mínimo como el máximo de cada sentencia.  En 

el caso de miembros de la población 

correccional sentenciados por el delito de 
Asesinato en Primer Grado luego del 20 de julio 
de 1989, solo serán acreedores de bonificación 
adicional al máximo de la sentencia.  El mínimo 

de sentencia en estos casos bajo el Código Penal de 
1974 y 2004, corresponde a veinticinco (25) años 

naturales si la persona hubiera sido adulta al 
momento de la comisión del delito y diez (10) años 

como menor y exclusivamente para efectos de 
referido ante la Junta de Libertad Bajo Palabra.  
Bajo el Código Penal del año 2012, el mínimo de 

sentencia es de treinta y cinco (35) años naturales y 
veinte (20) años si la persona era menor de edad al 

momento de la comisión del delito. (Énfasis y 
subrayado nuestro.) 
 

Por otro lado, el Reglamento de Bonificación también 

establece un procedimiento de revisión de bonificación ante el 

Comité de Clasificación y Tratamiento (Artículo XIII).  Asimismo, 

el Artículo XV del Reglamento de Bonificación establece la 

responsabilidad del referido Comité: 

ARTÍCULO XV – RESPONSABILIDAD DEL COMITÉ DE 
CLASIFICACIÓN Y TRATAMIENTO 
 

1.  El Comité de Clasificación y Tratamiento será 
responsable de evaluar y conceder la 
bonificación adicional a los confinados y a su vez 

solicitar al Secretario o la persona en quien 
delegue, el diferencial por servicios 

excepcionalmente meritorios en el desempeño de 
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deberes de suma importancia en relación con 
funciones institucionales. 

 
2. Se asegurará que la implantación de esta medida de 

tratamiento sea una justa y efectiva. El Comité de 
Clasificación y Tratamiento tiene autoridad para 
citar a personas adicionales a las que componen el 

Comité, con el fin de tener el testimonio y aclarar 
dudas que surjan en el desempeño de sus 
funciones, esto incluye superintendentes, oficiales 

correccionales y otros. (Énfasis suplido.) 
  

Por último, téngase presente que “una vez una agencia ha 

promulgado unos reglamentos para facilitar su proceso decisional 

y limitar el alcance de su discreción, viene obligada a observarlos 

estrictamente […]”. García Cabán v. U.P.R., 120 D.P.R. 167, 175 

(1987); García v. Adm. del Derecho al Trabajo, 108 D.P.R. 53, 56 

(1978).  Por tanto, es un principio axiomático que las agencias 

administrativas cumplan con las disposiciones de sus propios 

reglamentos a fin de hacer valer la política pública que mediante 

los mismos se promulga. 

III. 

Luego de examinar detenidamente el expediente ante nuestra 

consideración a la luz del derecho vigente, es evidente que el señor 

Flores solicitó a la División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación un remedio que 

correspondía ser reclamado y atendido primeramente por el Comité 

de Clasificación y Tratamiento, entidad dotada de jurisdicción para 

acoger y disponer de este tipo de asunto relacionado a 

bonificaciones.  Independientemente de la buena fe y disposición 

de la División de Remedios Administrativos de atender la solicitud 

del señor Flores, ésta se encuentra privada de intervenir  y 

atender  reclamaciones que mediante Reglamento le han sido 

asignadas a otra unidad o entidad en el Departamento de 

Corrección.  Por tanto, toda vez que la determinación recurrida fue 

emitida sin jurisdicción, la misma es nula y carece de eficacia 

jurídica. 
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Si el señor Flores se encuentra inconforme con la manera en 

que se están computando sus bonificaciones, éste debió dirigir su 

reclamo ante el Comité de Clasificación y Tratamiento y no ante la 

División de Remedios Administrativos.  Una vez el Comité emita su 

decisión y el señor Flores agote los demás remedios de revisión 

interna en la agencia, podrá entonces instar oportunamente un 

recurso de revisión judicial ante este Tribunal, de así estimarlo 

procedente. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Respuesta 

de Reconsideración recurrida.  Se devuelve el caso a Corrección 

para que lo refiera al Comité de Clasificación y Tratamiento. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


